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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora ELCIDA LOZANO BAEZ en calidad de agente oficioso del señor ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA, contra el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, La Dirección Regional del Inpec y el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, al considerar violados los derechos fundamentales al debido proceso, a la salud en conexidad con la vida y a la vida digna.    

1.- SOLICITUD 

La señora ELCIDA LOZANO BAEZ presentó escrito en el cual manifiesta que su esposo ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA, quien purga pena que le fuera impuesta, fue descuidado por parte de los guardianes que lo custodiaban durante un viaje y se les cayó del camión, recibiendo heridas en la cabeza y fracturas en las costillas. Desde ese momento debe ser tratado con el medicamento Tramadol, pero en la mayoría de los casos no se lo dan por falta de recursos.
Señala que ella contrató los servicios de un abogado para que solicitara la libertad por enfermedad grave, pero el Instituto de Medicina Legal no había dado una respuesta definitiva y, además, el Juez no envió las historias clínicas al médico, aunque le fueron entregadas por parte del profesional del derecho.

También contrató a otro togado para que demandara a la Nación por los hechos en los cuales resultó afectada la salud de su esposo, pero dice que inexplicablemente y tal vez por la interposición de esa demanda, lo trasladaron a la cárcel de Sevilla (Valle).

Señaló que el interno estaba muy enfermo y que en el centro penitenciario le habían dicho que no entendían por qué lo habían llevado y que lo tenían que remitir de nuevo a Pereira y no se le podía tener en Sevilla (Valle) ya que no había médico estable ni medicamentos. Agrega además, que su esposo “defeca agua sangre” y le arde mucho el estómago y el recto. Afirma no entender la razón por la cual los médicos del Inpec han venido diciendo que el interno no tiene nada, incluso niegan que tenga las costillas rotas cuando las historias clínicas y las radiografías así lo demuestran.

Pide del Juez Constitucional (i) que se ampare el debido proceso, pues desde el mes de marzo de este año solicitó la libertad por enfermedad grave y hasta la fecha no se ha dado respuesta; (ii) solicita también la protección del derecho a la salud ya que no se le están dando los medicamentos adecuados y se le mantiene en una cárcel que no tiene médico o condiciones de salubridad para su tratamiento; (iii) aboga por la tutela del derecho a la vida pues cada día las lesiones en la cabeza, las costillas y su hipertensión lo tienen gravemente enfermo y puede fallecer; (iv) finalmente, reclama el amparo de la garantía a la vida digna, porque aunque está recluido en una cárcel tiene derecho a tener cercanía con su familia, es decir, esposa e hijos, ya que es una mujer muy pobre para ir a visitarlo con sus niños, únicas personas que lo pueden consolar y apoyar en su dolor y enfermedad, durante los días de visita.
2.- TRÁMITE PREVIO 
Debido a que no existía claridad suficiente sobre la razón por la cual la acción no era interpuesta de manera directa por el afectado, hubo necesidad de recibir el testimonio de la señora LOZANO BAEZ, durante el cual se explicó que por haberse interpuesto con anterioridad otras tutelas en contra del Inpec, se les había informado que el señor HERNÁNDEZ VILLADA ya no podía volver a demandar por esta vía a ese organismo carcelario.

Una vez aclarado lo anterior y obtenida mayor precisión en el contenido de la demanda, como que el Juzgado de quien se pregonaba vulneración de derechos era el Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y no el Primero como erróneamente se había consignado en el escrito pertinente; se admitió la demanda y se dio el trámite pertinente. 
3.- CONTESTACIÓN

Debidamente conformado el contradictorio mediante la vinculación de las entidades accionadas, se les surtió el debido traslado, al término del cual se obtuvieron las siguientes respuestas:

3.1.- Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira
. 

Su titular informó que el respectivo proceso había sido enviado desde el veinte (20) de septiembre pasado al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Guadalajara de Buga (Valle del Cauca), por haber sido el sentenciado trasladado a la cárcel de Cartago -sic-. Por tanto, a la hora de ahora tal despacho carecía de competencia para decidir respecto del mencionado proceso.
Solicitó la declaratoria de la improcedencia de la acción, habida cuenta que uno de los propósitos de la demanda era atacar por esta vía no una, sino varias providencias  dictadas por ese Juzgado en relación con la situación del señor ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA, en especial, lo que hacía con la petición de sustitución de la prisión por grave enfermedad, así como otras decisiones adoptadas durante el tiempo en que se vigiló el cumplimiento de la pena impuesta. Tales determinaciones fueron oportunamente resueltas, para lo cual aporta copias informales de dieciocho (18) de las decisiones aludidas. 
3.2.- Director Regional del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses
.
Adjuntó copias de los dictámenes médico legales practicados al señor HERNÁNDEZ VILLADA el veinte (20) de febrero y el diecisiete (17) de marzo de 2006. Señala que por haberse practicado el último de ellos hacía más de seis (6) meses, tal oficina estaba dispuesta a realizar nueva evaluación, de conformidad con el requerimiento de la autoridad solicitante y siempre y cuando se adjuntara la historia clínica de atención del paciente.

3.3.- Director Regional del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario
.

Informa que de conformidad con los archivos que allí se tuvieron en cuenta para el traslado del interno ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLDA, no se encontró que tal ciudadano tuviera problemas de salud y que por el contrario, de acuerdo con lo indicado por el médico del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, resultó apto para el desplazamiento hacia el centro carcelario de Sevilla (Valle del Cauca).

Sobre el traslado en sí, señala que se produjo en uso de la facultad concedida en el artículo 73 de la Ley 65 de 1993, en cuanto el Director General de tal Instituto es la única autoridad competente para ordenarlos. Sin embargo, dentro de su competencia se ha delegado en los Directores Regionales el ordenar traslados de internos dentro de su jurisdicción, como sucede en el presente evento, en que el mismo se surtió ante petición del Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario según lo reglado en el numeral 5º del artículo 74 ibidem.
Se opone por tanto a lo afirmado en la acción, en el sentido que por haberse interpuesto una demanda en contra del INPEC, se realizó el traslado en mención, lo que califica de temeraria e injuriosa. En todo caso, en ese momento, no se conocía de demanda alguna por parte del interno HERNÁNDEZ VILLADA de manera directa, a través de apoderado o por intermedio de alguno de sus familiares, toda vez que ninguna notificación se había producido sobre ese particular. Destaca que en el trámite constitucional no se allegó prueba de la presentación de la aludida demanda.
En lo que hacía con el estado de salud del interno refiere que en la documentación examinada para el traslado constaba que no tenía cirugías programadas, ni tratamiento intracarcelario, ni era valorado por médico especializado y, por tanto, resultaba apto para traslado, según el concepto del profesional de la salud que ejerce como Médico del Establecimiento Carcelario de Pereira, quien lo emitió fundamentado en su conocimiento de causa y no con simples apreciaciones, como son las que vierte la accionante, quien sin más concluye que su compañero tiene cáncer.

En cumplimiento de lo solicitado por la Sala al admitirse la acción de tutela, solicitó la respectiva información a la Dirección del Centro Penitenciario donde se encuentra actualmente recluido, la cual refleja que al ingresar a tal sitio el interno refirió “dolor lateral derecho por haber sufrido caída de un furgón”, señalando a renglón seguido que se trata del dicho del recluso mas no el de un profesional de la salud. De todas maneras, el señor HERNÁNDEZ VILLADA fue remitido al hospital de la localidad en atención a lo por él manifestado, obteniéndose como resultado que su estado de salud actual es normal y se le recetaron medicamentos para el dolor que le son suministrados por el Establecimiento Carcelario de Sevilla (Valle del Cauca). 
De la información remitida desde allí, de los registros de historia clínica y fórmulas médicas del Hospital de Sevilla, se desprende que a pesar del dolor que afirma sentir el sentenciado, no existen fracturas y en caso de existir, los profesionales de la salud lo habrían diagnosticado y ordenado el tratamiento pertinente, incluso, hace alusión a copia de la historia clínica donde un radiólogo deja constancia en ese sentido, con fecha del treinta (30) de noviembre de 2005; sin embargo, en la acción se insiste en unas radiografías que reflejan fracturas, las cuales nunca se aportaron.
Considera el Director Regional del Inpec que se le ha brindado la atención médica al interno, no sólo intramural sino por parte de especialistas que no han observado nada anormal, a pesar de la insistencia desplegada, que ha generado la remisión a especialistas con sacrificio del presupuesto que debe ser destinado a toda la población carcelaria. Califica el dolor referido como subjetivo frente a lo cual es difícil actuar porque en estos casos prima la voluntad del individuo en sentirse así. Por demás, señala que según se informa desde Sevilla, para la hipertensión recibe el tratamiento adecuado, que puede ser suministrado en cualquier centro carcelario del país.
Descalifica el que la acción se haya presentado por la compañera del interno, cuando es persona adulta con capacidad mental que no está impedida legalmente para actuar a nombre propio o por medio de apoderado. En consecuencia, estima que la señora ELCIDA LOZANO BAEZ no tiene la legitimación activa para actuar en representación de su esposo, presentando una acción de tutela que considera sin fundamento, donde se hacen afirmaciones injuriosas. Se refiere al hecho de haberse presentado varias tutelas –uno de cuyos fallos anexa- por la misma causa y censura el abuso que se está haciendo de la Administración de Justicia.
Finalmente se centra en el argumento esgrimido en la acción referente con el alejamiento del núcleo familiar al que han sido sometidos interno y familia, ante lo cual manifiesta que el acercamiento familiar como causal de traslado no está contemplado en la Ley 65 de 1993, mientras que la separación que ahora se presenta tiene sus orígenes en la decisión del interno de acudir al camino del delito, ante lo cual le fue impuesta una pena por una autoridad judicial legalmente constituida y dentro de un juicio justo. Trae a colación cita jurisprudencial alusiva al punto de la Corte Suprema de Justicia.
Solicita entonces, que se desestimen las pretensiones y se declara la improcedencia de la acción de tutela invocada.
4.- PRUEBAS
Tal como se anunció en el acápite pertinente, con las respectivas respuestas se suministraron varios medios de convicción, los cuales fueron analizados por el Tribunal. De manera adicional, se solicitó el concurso del Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (Valle del Cauca); y, se dispuso que se allegaran a este trámite las copias de las acciones de tutela relacionadas con el señor HERNÁNDEZ VILLADA.
En cuanto al Juzgado que actualmente vigila el cumplimiento de la pena, informó que el día seis (6) de octubre próximo pasado había recibido el expediente relacionado con el señor HERNÁNDEZ VILLADA, quien estaba condenado por el delito de homicidio. Enumeró uno a uno los diferentes pronunciamientos hechos desde el dos (2) de septiembre de 2004 hasta el diecisiete (17) de marzo de 2006 por su homólogo de la ciudad de Pereira, ante las peticiones de suspensión de pena por enfermedad grave. De todas maneras anunció que una vez avocara el conocimiento del proceso, procedería a resolver la nueva solicitud de suspensión de pena por enfermedad grave, elevada por el interno y dentro del turno que corresponda.

En el expediente obra copia del fallo de tutela proferido el seis (6) de marzo de 2006 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira con ocasión de la demanda presentada por el señor ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA en contra de la Cárcel Distrital de Pereira, donde se resolvió no tutelar el derecho fundamental de petición invocado como vulnerado
. En tal ocasión se ventiló lo concerniente con el dolor que siente el interno en su costado, ante lo cual se afirmó que debidamente valorado el paciente, no se observó ningún trauma.
Por parte del Juzgado Tercero de Familia de Pereira, se remitió copia de lo allí actuado en relación con la acción de tutela instaurada por la señora ELCIDA LOZANO BAEZ en Contra del Inpec, donde luego de admitida la demanda y practicadas algunas pruebas, se admitió el desistimiento presentado por la actora, mediante auto del veinte (20) de febrero de 2005. 
5.- SE CONSIDERA
5.1.- Cuestión previa. Sobre la Agencia Oficiosa.
Es imperativo que antes de emprenderse el estudio formal del tema propuesto a la Sala como Juez Constitucional, se defina lo atinente con la pertinencia de la interposición que hace la señora ELCIDA LOZANO BAEZ de la presente acción de tutela, habida cuenta de obrar en representación de su compañero permanente, de quien se sabe, no tiene impedimento físico o legal para que lo haga de manera directa. Tal punto fue advertido en la iniciación del presente trámite por el Tribunal y fue también aducido por la Dirección Regional del Inpec para solicitar la declaración de improcedencia de la acción.
Al respecto, debe decirse que  no puede pasar desapercibido para la Sala, que debido a las numerosas oportunidades en que se ha acudido a la Administración de Justicia en aras de lograr la liberación del interno, ya sea ante los Jueces naturales o en sede de tutela, se ha formado en el señor ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA la convicción errada por demás, de estar inhabilitado para interponer nuevas acciones de tutela en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. En ese entendido, habida cuenta también de haberse relatado por la accionante que su compañero estaba afectado en su salud, al punto que no podía valerse por sí mismo, se estimó procedente en su momento iniciar el presente trámite a instancias de la señora ELCIDA, quien se entiende actúa como agente oficiosa de su pareja. 
De igual forma, a la hora de ahora, no se encuentra obstáculo para que el Tribunal proceda a emitir el presente proferimiento en consideración a que de todas maneras, debe prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, tal como lo pregona el artículo 228 constitucional. Un fundamento para proceder en tal dirección, lo encontramos en el siguiente extracto tomado de la sentencia T-379 del 12-04-2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, donde sobre este particular tópico se dijo:   

De lo anterior se deriva que, dado el perfil informal de la acción de tutela, en ocasiones excepcionales es admisible que se agencien derechos ajenos sin que se manifieste en el escrito el requisito exigido por el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, es decir, sin que en forma expresa se expongan las razones por las cuales el afectado  no puede acudir en su propia defensa. 

Sin embargo, tal enunciado no puede predicarse en forma general. Es necesario tener en cuenta cada caso en concreto y es tarea del juez verificar la naturaleza de los derechos invocados, las características especiales del caso y la gravedad o no del daño ocasionado, pues lo que se impone es la prevalencia del derecho sustancial
[8].

5.2.- Problema a resolver 

Dilucidado lo anterior, debe la Sala determinar si las entidades accionadas han vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso, a la salud en conexidad con la vida y, además, a la vida digna del interno ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA.
5.3.- Solución
5.3.1. Debido proceso. 

De un estudio minucioso del expediente formado con ocasión del presente asunto, se tiene que contrario a lo manifestado por la señora ELCIDA, tanto en el escrito inicial como en el posterior testimonio por ella rendido, la actuación del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas estuvo ceñida a los parámetros de legalidad y eficiencia, toda vez que a pesar de la pluralidad de ocasiones en que debió pronunciarse sobre la solicitud de la suspensión del cumplimiento de la pena en centro carcelario con ocasión de la pretendida enfermedad grave del interno, no se vaciló en realizar los trámites pertinentes para que el señor HERNÁNDEZ VILLADA fuera examinado por los médicos legistas y al contar con los respectivos dictámenes se procedió a resolver el asunto, de manera negativa a los intereses del petente.
No podía ser de otra manera, debido a que tal como se dejó consignado en el auto proferido el dos (2) de marzo de 2006 
 mediante el cual se negó la excarcelación por enfermedad grave, el artículo 68 del Código Penal exige para otorgar un beneficio como el pedido lo siguiente: “Para la concesión de este beneficio debe mediar concepto de médico legista especializado”. Una tal decisión, está en perfecta consonancia con el contenido del dictamen médico legal practicado al interno el veinte (20) de febrero próximo pasado, en el que se consignó: “IMPRESIÓN DIAGNOSTICA: 1. Hipertensión arterial en tratamiento. 2. Cardiopatía hipertensiva. 3. Infarto antiguo del miocardio. 4. Dolor abdominal a estudio. CONCLUSIÓN: al momento del examen el señor ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA, no presenta un cuadro médico forence –sic- de grave enfermedad”.

En ese orden de ideas, se observa que el Juzgado accionado obró de conformidad con los dictámenes realizados por los peritos forenses, así ha quedado debidamente demostrado en este trámite. Tal afirmación contrasta con lo dicho por la señora ELCIDA al rendir su declaración, al asegurar que a pesar de haberse presentado la petición de libertad por enfermedad grave desde el seis (6) de marzo de esta anualidad, hasta el presente no había habido respuesta. Lo real, es que el Juzgado accionado sí se pronunció y que además lo hizo negando lo pedido, tal como se esbozó en precedencia. De igual manera, sostiene la accionante que los médicos legistas conceptuaron que el señor HERNÁNDEZ VILLADA si se encontraba enfermo. Tal aseveración queda en el aire, debido en primer lugar a la solidez de la información recopilada que indica que en ningún momento los galenos forenses hicieron una manifestación tal, y segundo, que a pesar de haberse anunciado por parte de la señora LOZANO BAEZ el aporte de una copia de ese dictamen, la misma no fue allegada al trámite, razón por la cual la Sala sólo puede atenerse a lo que obra en el expediente adelantado.
Por si fuera poco, es imprescindible mencionar que desde tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado la improcedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales cuando pretendan atacar las decisiones adoptadas por las autoridades judiciales, cuando a pesar de contarse con la posibilidad de interponer los recursos legales contra las mismas, se ha renunciado a tal facultad. Así las cosas, no se observa en la actuación adelantada en el Juzgado ejecutor de penas que se haya vulnerado el derecho fundamental al debido proceso en este evento, máxime si contra las providencias proferidas no se interpuso recurso alguno.

5.3.2. Derecho a la salud en conexidad con la vida.  

La realidad procesal establecida en este excepcional trámite, difiere en mucho con lo vertido por la accionante, toda vez que los médicos que en varias oportunidades han valorado al interno, conceptuaron no sólo que pese a las dolencias que se sabe aquejan al señor HERNÁNDEZ VILLADA, las mismas no tienen la entidad suficiente para impedir que continúe descontando su pena en el centro carcelario; sino que además, tampoco eran obstáculo para que se produjera el traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Sevilla (Valle del Cauca).
Frente a las afirmaciones genéricas que sobre los quebrantos de salud de su compañero hace la accionante, salen al paso los sólidos conceptos profesionales emitidos por los médicos que de una u otra forma han tenido que ver con su salud. Nos referimos por ejemplo a lo expresado por el médico radiólogo BLAS CÁRDENAS M. en informe  del treinta (30) de noviembre de 2005, cuando al interpretar imagen de rayos x conceptuó: “No se observan fracturas, ni otras alteraciones de la reja costal. El parenquima pulmonar visualizado es normal”.
 En igual sentido, se encuentran los dictámenes médico legales que sirvieron en su momento como fundamento para negar la petición de libertad por enfermedad grave; y qué decir del concepto rendido por la Dra. CAROLINA OROZCO, quien revisó al interno el cuatro (4) de octubre pasado y no encontró nada fuera de lo normal, al punto que dispuso tratamiento con Tramadol, Dipirona y Diclofenac (medicamentos comunes) y dar de alta al ceder el dolor, así como continuar estudio por especialista en consulta externa (fl. 93).
Es evidente que el estado de salud del interno, no es óptimo, probablemente como consecuencia de las dolencias que lo aquejaron en el pasado, toda vez que no se puede desconocer que se ha hecho referencia a haber sufrido un infarto. No obstante, lo allegado a este mecanismo de protección constitucional permite concluir que ha recibido el tratamiento oportuno y no hay razón para pensar que en el futuro la atención médica que requiere le sea negada por parte del Inpec. 
En esas condiciones no se evidencia la vulneración del derecho a la salud, mucho menos que se esté poniendo en peligro su vida.
5.3.3. Derecho a la vida digna.
Se ha señalado que la situación actual del interno, alejado de su núcleo familiar vulnera su garantía a una vida digna. El traslado surtido desde el Centro Penitenciario de Pereira al de Sevilla en el Valle del Cauca, se ha querido presentar como injusto y arbitrario, motivado por la presunta interposición de una acción contenciosa administrativa en contra del Inpec.

Sobre ese argumento, debe decirse que la actuación de la Dirección del Inpec, dista mucho de ser considerada como arbitraria o retaliativa, mientras lo que permea de este trámite es que la mudanza del sentenciado se hizo de conformidad con la facultad legal que para ello se ha conferido a la autoridad carcelaria. Nótese cómo a la par del señor HERNÁNDEZ VILLADA se reubicaron otros internos desde el centro penitenciario de Pereira con destino a las cárceles de Sevilla y Cartago (Valle del Cauca), respectivamente. Pero además, la razón aducida para el desplazamiento tiene perfecto soporte legal, toda vez que la principal motivación fue la necesidad de descongestión del centro de reclusión local, situación que es de todos conocida 
.

Es innegable que dentro de proceso de resocialización que ha iniciado el interno, la compañía y presencia de su entorno familiar es factor que contribuye notablemente en ese propósito, sin embargo, debe señalarse que el traslado de que fue objeto, no lo ubica en una situación de considerable lejanía de su grupo familiar, dado que la distancia geográfica que separa al municipio de Sevilla es fácilmente superada gracias a la existencia de buenas vías de comunicación y en un trayecto relativamente corto. Piénsese en lo que hubiera pasado, por ejemplo, de ser reubicado en otra zona de nuestro país por fuera del eje cafetero, hipótesis que podría haberse utilizado en caso de presentarse un ánimo revanchista por parte de las autoridades del Inpec, según lo que ha señalado la accionante, que como se vio, ha quedado desvirtuado. Incluso, como lo advierte el Director Regional del Inpec, frente a la tesis esbozada en la acción, no se tiene conocimiento de demanda contenciosa administrativa interpuesta en contra de ese organismo, razón de más para desestimar una causal ilegítima como motivación del traslado.  
En suma, las actuaciones de los entes accionados no han generado violación de los derechos fundamentales pregonados como vulnerados. Lo que la Sala percibe, es que dentro del respectivo margen de competencias en lo que hace con la situación del señor HERNÁNDEZ VILLADA, cada uno de los funcionarios ha actuado dentro de los límites constitucionales y legales que se les exige. En ese cometido, es innegable que como se analizó anteriormente la actuación del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y de la Dirección Regional del Inpec, estuvieron ajustadas a derecho.

Finalmente, huelga decir que ningún reproche desde el punto de vista constitucional o legal se le puede hacer a los funcionarios del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses que han tenido que ver con las valoraciones del interno, porque en últimas, no toman decisiones de fondo sobre la situación del señor HERNÁNDEZ VILLADA y su función se limita a interpretar las condiciones médicas del recluso, en un lenguaje que sea comprensible para el Juez, en aras de permitirle tomar las decisiones que de él se piden y en esa dirección cada vez que se les ha solicitado su concurso, han valorado al sentenciado y producido los correspondientes dictámenes.

Con fundamento en los anteriores planteamientos, se impone declarar la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional que ha sido presentada.  

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

Primero: Se declara la IMPROCEDENCIA de la acción de tutela formulada por la señora ELCIDA LOZANO BAEZ, en su condición de agente oficiosa del señor ANTONIO MARÍA HERNÁNDEZ VILLADA.
Segundo: Si el fallo no fuere impugnado, REMÍTASE el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. folio 33.


� Cfr. Folio 63


� Ver respuesta a partir del folio 68.


� Fallo visible a partir del folio 23.


�[8] Artículo 228 C.P.


� Visible a folio 35 Vto.


� Cfr. copia de dictamen que obra en el folio 65.


� Cfr. folio 85.


� Cfr. Resolución No. 128 del 08-09-2006, visible a folio 77.
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